Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 10 minutos.) 


-Como sabrán, la Comisión de Salud Pública tiene a estudio un proyecto de ley, que ya cuenta 
con media sanción de la Cámara de Representantes, por el que se establecen normas para la 
regulación de las técnicas de reproducción humana asistida. 


En esta oportunidad hemos querido tener una conversación franca y todo lo extensa que sea 
necesario con las autoridades del Ministerio de Salud Pública a los efectos de resolver algunas 
inquietudes, pero además para subsanar una dificultad que se planteó luego de la aprobación en la 
Cámara de Representantes, que fue la de que no se hubiera calculado el costo que potencialmente 
podía llegar a tener la aplicación de esta ley. 


Por lo tanto, tenemos mucho gusto en recibir al señor Subsecretario, profesor doctor Leonel 
Briozzo, a los doctores Fernando Rovira, Juan Pablo Decia, Francisco Cóppola, y a dos integrantes del 
Programa Nacional de Salud de la Mujer y Género, doctoras Cristina Grela y Leticia Rieppi. 


Quiero aprovechar esta sesión para dar la bienvenida a un nuevo integrante de la Comisión, 
quien sustituye a la ex-Senadora doctora Mónica Xavier, que renunció al Senado y se desempeña en 
otras tareas en su fuerza política. Por esa razón, el señor Roberto Conde ha asumido hoy como titular 
de dicha banca. De esta forma, quería extender al señor Senador la formal bienvenida a esta 
Comisión. 


SEÑOR CONDE.- Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Él va a tener la oportunidad de escuchar una cantidad de términos que con 
toda seguridad el Senador suplente, señor Fernández, le va a explicar, ya que él los aprendió muy 
rápidamente. 


(Hilaridad.) 


-Como mecánica de trabajo a aplicar, propongo escuchar primero la presentación que 
realizarán los representantes del Ministerio con relación al proyecto de ley aprobado y las discusiones 
que hemos tenido. Tengo entendido que les han hecho llegar algunas de las variaciones que estamos 
contemplando en esta Comisión habida cuenta de que, en el ínterin entre la aprobación del proyecto de 
ley en la Cámara de Representantes y su consideración en esta Comisión, se aprobó el proyecto de ley 
de matrimonio igualitario que vino a enriquecer -para decirlo de una manera diplomática- la 
consideración de esta iniciativa. 


De esta manera, les damos la palabra, y a medida que vayan surgiendo temas, 
cuestionamientos, inquietudes y demás, se las iremos planteando. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Es un honor, como siempre, comparecer ante esta Comisión. 


Quisiera hacer algunas precisiones iniciales. Antes que nada, quiero agradecer la invitación 
que se cursó a la Subsecretaría del Ministerio que en este momento encabezo. Hemos venido 
acompañados por nuestro equipo asesor, compuesto por el doctor Fernando Rovira -asesor jurídico en 
todos los temas que tienen que ver con esta materia en el Ministerio- el doctor Juan Pablo Decia - 
asesor jurídico específico en el tema de la fertilización asistida- el profesor agregado Francisco 
Cóppola -también nos acompaña como asesor en esta materia- la doctora Leticia Rieppi -actual 
coordinadora del área de salud sexual y reproductiva del Departamento de Programación Estratégica- 
y la doctora Cristina Grela, quien integra el área de transversalización de género del Ministerio. A pesar 
de esta frondosa delegación, quiero aclarar que la que vamos a dar hoy no es la opinión oficial del 


Ministerio, ya que la Cartera como tal aún no ha tratado la temática del proyecto que nos convoca. Por 
supuesto que la señora Ministra está en conocimiento de mi concurrencia aquí, pero nos parecía de 
orden plantear esto ya que se trata de un tema muy sensible para la opinión pública en general. 
Además, hay aspectos específicos que todavía no han sido analizados por el conjunto del gabinete 
ministerial. Por lo tanto, nuestros dichos aquí van a representar probablemente la opinión de nuestra 
Cartera, aunque no es vinculante con la opinión oficial del Poder Ejecutivo. 


Dicho esto, pasaremos a plantear brevemente algunos aspectos y luego lo más fructífero 
quizás sea el intercambio. 


Como antecedentes, hay tres elementos que queremos marcar claramente. 


El primero, que tiene que ver con lo que el texto del proyecto plantea, pero que es conceptual, 
es si corresponde definir a la esterilidad como una enfermedad, o no. Sabemos que muy recientemente 
la Organización Mundial de la Salud la ha definido como una enfermedad crónica. A pesar de ello, 
entendemos que todavía hay una polémica a nivel del mundo académico y científico con respecto a si 
realmente se trata de una enfermedad o de una disfunción que puede estar causada, en la mayoría de 
los casos, por enfermedades prevenibles y tratables. Este tema de la definición es central, no porque 
sea académicamente importante, sino fundamentalmente por lo que implica en el marco jurídico de 
nuestro país, ya que si la consideramos una enfermedad en todos sus términos, el Sistema Nacional 
Integrado de Salud tiene determinadas obligaciones, mientras que si se considera una disfunción de la 
pareja, las obligaciones son otras; esto realmente hace a la cuestión. 


Desde el punto de vista conceptual, se define a la enfermedad como un conjunto de síntomas 
y signos que tienen una fisiopatología común y que son causados generalmente por una etiología 
conocida. Entonces, por la definición clásica y tradicional de lo que es una enfermedad, la esterilidad 
no podría catalogarse de tal y sería fundamentalmente una disfunción que imposibilita que una pareja, 
teniendo relaciones sexuales fecundantes, conciba un embarazo en un período de tiempo que varía 
entre uno o dos años, según la definición. Este tema ya de entrada genera un problema mayor, porque 
no hay un acuerdo conceptual con respecto a esto. Sí somos claros en cuanto a que la OMS tiene una 
definición que, como otras, es fruto de acuerdos entre las personas y entre los organismos; forma parte 
de los consensos a los que llega la OMS. 


El segundo elemento a destacar es que claramente, esto constituye un problema de gran 
relevancia en nuestro país; además, merced a la baja tasa de natalidad existente, la situación se 
amplifica al sumar la infertilidad y la esterilidad. Se calcula que aproximadamente un 10% de las 
parejas heterosexuales presentan este problema, por lo que es de gran importancia para nuestro país. 


En tercer lugar, no tenemos dudas de que constituye un derecho de las parejas que tienen 
problemas de fertilidad -ya sea disfunción o enfermedad, según como se la catalogue- acceder al más 
alto estándar de la ciencia y la tecnología para el tratamiento integral de su salud. En este caso que 
nos ocupa, es preciso distinguir la obligación de nosotros como Ministerio en la regulación de las 
técnicas de reproducción humana asistida, de la universalidad de su prestación específica. Es decir, 
nosotros creemos que el Ministerio debe tener un rol principal en la rectoría de las prestaciones que se 
brindan, más que en la universalización de todas ellas. En este sentido creemos que corresponde al 
Ministerio ejercer la rectoría y regulación de los servicios asegurando la accesibilidad a las técnicas con 
el alcance que se establezca, y la determinación y posterior contralor de los estándares de calidad 
puesto que consideramos que es un tema central para nuestro país. 


Con respecto a la situación actual en Uruguay, de acuerdo a los estudios existentes grosso 
modo se puede concluir que el 85% de los casos de esterilidad se solucionan mediante métodos de 
baja complejidad y reducido costo. Creemos que es importante que, por su prevalencia -el 85%- estas 
prestaciones de baja complejidad estén integradas a las Prestaciones Integrales de Atención en Salud; 
sería adecuado que los procedimientos de baja complejidad se aseguraran dentro del PIAS. El restante 
15% requiere una fuerte inversión, especialización y contralor y en este grupo, según los protocolos 
internacionales se pueden distinguir, básicamente, dos subgrupos: uno con buen pronóstico y otro con 
mal pronóstico reproductivo. 


Pensamos que, en primer lugar, el Ministerio debe regular todo el sistema de tratamiento de 
la esterilidad por intermedio de un Programa Nacional de Prevención y Tratamiento Integral de la 
Esterilidad regulado por una Comisión Nacional de Reproducción Humana que trabaje en el seno de la 
Cartera. En segundo término, creemos que se debe incluir la prestación de los procedimientos de baja 
complejidad al PIAS y, en una primera instancia, dentro de los procedimientos de alta complejidad, 
creemos que se debe estudiar la incorporación a las prestaciones de salud de aquellos que tengan 
buen pronóstico, siendo una posibilidad a estudiar su residencia dentro del Fondo Nacional de 
Recursos. En tercer lugar, dentro del grupo de buen pronóstico se debe hacer un listado prioritario que 
contemple los antecedentes personales de las parejas, de la mujer, obstétricos, conyugales, de 
acuerdo a protocolos prestablecidos. En cuarto término, opinamos que se debe definir la participación 
del Estado y sus entidades en el tema de la rectoría en cuanto a normas, técnicas, éticas, auditorías y 
control. Creemos fundamental que antes de que se dé la aprobación de un marco jurídico exista una 
extensa consulta con el Fondo Nacional de Recursos en cuanto al tratamiento y el contralor del o de 
los centros de tratamiento de la infertilidad; con el INOT -el Instituto Nacional de Órganos y Tejidos- ya 
que en la preservación y disponibilidad de los gametos -y eventualmente de los embriones- va a jugar 
un rol determinante, pero hoy en su estatuto no se incluye lo que tiene que ver con la reproducción 
asistida; con la Facultad de Medicina en la estructuración de la capacitación, con normas éticas y 
técnicas adecuadas y adaptadas a los nuevos desafíos; y con el Colegio Médico del Uruguay, ya que 
los aspectos deontológicos con respecto a la reproducción humana son realmente impactantes en su 
desarrollo y son enormes los desafíos que se ciernen sobre la comunidad científica y la población. 


Hasta aquí la parte introductoria. Ahora le voy a ceder el uso de la palabra al doctor Rovira a 
los efectos de que haga algunas puntualizaciones generales sobre el articulado, pero que no 
constituyen una propuesta específica del Ministerio sino apenas una sugerencia de la Subsecretaría. 


SEÑOR ROVIRA.- Como decía el profesor Briozzo, hemos estudiado la temática vinculada a la 
fertilización asistida en ocasión de que ser convocados por la Comisión respectiva de la Cámara de 
Representantes, en cuya oportunidad formulamos una serie de observaciones que tenían que ver con 
el articulado del proyecto de ley que no han sido recogidas en lo esencial sino en forma bastante 
parcial. En definitiva, de mantenerse la iniciativa legislativa, el señor Presidente señalaba -por lo menos 
así lo interpreté- que existía cierta intención de revisión de la norma que tiene media sanción. 


Naturalmente, preocupa al Ministerio el avance en la normativa específica aprobada en la 
Cámara de Representantes, fundamentalmente por los costos que su puesta en práctica significa para 
el sistema, dada la forma en que la ley está concebida. Ya en su oportunidad habíamos manifestado o 
establecido los criterios diferenciales en cuanto a la baja y la alta complejidad de los procedimientos, y 
también en cuanto a los resultados esperables -es decir, el buen o el mal pronóstico- todo lo cual tiene 
una vinculación directa con los costos del sistema. 


Por eso entendemos que un actor de primera línea en este tema que debería ser oído -y tal 
vez la Comisión así lo haya resuelto- es el propio Ministerio de Economía y Finanzas, que junto al 
Ministerio de Salud Pública juega un papel fundamental en lo que respecta a la financiación del 
Sistema Nacional Integrado de Salud y la determinación de la incorporación de prestaciones. En la 
medida en que a esto se lo califique, desde el punto de vista legal, de la manera en que figura en la ley, 
parecería que la consecuencia lógica sería incluirlo en el haz prestacional del Ministerio -en el PIAS- lo 
que a su vez implicaría consecuencias que deberían ser medidas no únicamente en el ámbito de la 
salud, sino también en el de la economía. 


Teniendo en cuenta lo que acabo de señalar, vuelvo al articulado y a algunas disposiciones 
que después el doctor Decia va a complementar. 


Ante todo, quiero referirme a la calificación que se hace de “enfermedad crónica”, lo que ya 
fue señalado por el doctor Briozzo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe la interrupción, pero quisiera saber a qué articulado va a hacer 
referencia: si al que fue aprobado en la Cámara de Representantes o al que estamos considerando 
nosotros en este momento. 


SEÑOR ROVIRA.- Aquí tenemos un articulado sustitutivo o alternativo, que nos hizo llegar la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. A ese articulado va a hacer referencia. 


SEÑOR ROVIRA.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias. 


SEÑOR ROVIRA.- En el conjunto de disposiciones que se nos hizo llegar, no fueron totalmente 
contempladas una serie de consideraciones que el Ministerio realizó, incluso respecto del articulado 
anterior, fundamentalmente relacionadas con la donación de gametos y embriones. 


El artículo 11 del proyecto de ley comienza diciendo: “La donación de gametos se realizará 
en forma anónima y honoraria, debiendo garantizarse la confidencialidad de los datos de identidad de 
los donantes sin perjuicio de lo establecido en el artículo 22 de la presente ley”. En este sentido, 
reiteramos -pues ya lo dijimos en su oportunidad- que es necesario armonizar esta disposición con 
la normativa nacional e internacional que está vigente en nuestro país, fundamentalmente con el 
Código de la Niñez y la Adolescencia, el Pacto de San José de Costa Rica y la Convención sobre los 
Derechos del Niño, que consagran el derecho a la identidad de las personas. No ignoramos lo que 
puede significar -al ponerse en práctica una legislación como la que estamos considerando- la 
revelación de la identidad del donante y la incidencia que ello puede tener, justamente, en las 
donaciones en sí mismas -que pueden realizarse a sabiendas de que la identidad del donante podría 
ser revelada o conocida- pero entendemos que esta norma necesariamente debería armonizarse con 
la legislación vigente en esta materia de la identidad de las personas. Desde ese punto de vista 
pensamos que expresamente el proyecto debería establecer la exclusión de determinados derechos 
que tienen que ver con la filiación, como pueden ser los derechos alimentarios o, inclusive, los 
derechos sucesorios, con relación a la filiación que se derive de la identidad del donante. Con esto 
quiero decir que, si bien pensamos que la identidad no se puede proscribir por vía de esta norma, un 
antídoto o una forma de evitar las consecuencias perjudiciales con respecto a la donación de gametos 
es, justamente, que el proyecto de ley, a texto expreso, excluya ese tipo de derechos que pudiera tener 
la persona con relación al donante. 


SEÑOR MOREIRA.- El tema de la identidad es uno de los derechos amparados por el texto 
constitucional en su artículo 72, que es muy genérico y que habla del derecho a conocer el origen 
biológico. Además, está recogido en el Pacto de San José de Costa Rica y en el Código de la Niñez y 
la Adolescencia, que establece como un derecho fundamental la legislación sobre adopción, que 
mantiene el vínculo con la familia biológica. Hay un principio general aceptado. En este proyecto de ley 
solo está previsto por razones de salud -por razones psicofísicas- es decir, está muy acotado. Entiendo 
que ello debería modificarse con mayor amplitud, o sea, que haya reserva de identidad, pero dejar eso 
como un derecho. 


Acerca del término “donación” como negocio jurídico, debo decir que la donación tiene un 
objeto; pero aquí no estamos hablando de objetos. Entonces, quizá podríamos cambiar el término 
“donación” por el de “entrega”. Digo esto, porque “donación” es una forma de cosificar un poco el 
gameto o el embrión. No sé qué opinan ustedes en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les recuerdo al Senador Moreira y al doctor Rovira que está sumamente 
extendida, tanto a nivel jurídico como a nivel práctico, la donación de sangre y de órganos, de manera 
que no hay cosificación. 


SEÑOR ROVIRA.- Voy a hacer referencia a que en el campo de la medicina existe una generalización 
del término “donación” desvinculado de su concepto jurídico; así, se habla de donación de órganos, de 
donación de sangre y demás, utilizando “donación” como un término despegado de la acepción desde 
el punto de vista del negocio jurídico en sí de la donación. Aquí lo único que tendríamos al respecto 
sería la donación a título gratuito, porque está prohibida expresamente la mercantilización en cuanto al 
tema de la fertilización. 


En ese sentido, vinculado con el mismo artículo referido a la identidad del donante, habíamos 
propuesto y proponemos que se siga la técnica de la legislación española en la materia y preverse la 
existencia de un registro nacional de donantes de carácter administrativo y dependiente del INOT -que 
es otro de los organismos que naturalmente tiene competencia en esta materia y es una unidad 
ejecutora del Ministerio de Salud Pública- en cuyo registro se inscribieran los donantes de gametos y 
preembriones con fines de reproducción humana, así como los datos identificatorios de mujeres o 
parejas beneficiarias de cada donación concreta, con precisas garantías de confidencialidad, 
fundamentalmente las derivadas de nuestra legislación ya vigente en materia de protección de los 
datos personales, que es la Ley N* 18.331, de protección de datos personales y acción de hábeas 
data. A nuestro entender, la revelación de la identidad del donante debería ser resuelta por un juez 
competente, a solicitud fundada del hijo nacido por fecundación asistida, sin necesidad de que exista 
exclusivamente una causa de enfermedad que la habilite. Dicho de otra manera, pensamos que el 
levantamiento de la protección del dato solo debería ser determinado por un juez, pero a solicitud de la 
persona, sin necesidad de que se acredite alguna causa de enfermedad que justifique la identificación 
de la identidad, justamente, para que la norma sea consonante con el resto de la legislación nacional e 
internacional sobre identidad de las personas. 


Finalmente, entendemos que se debería establecer a texto expreso que la filiación derivada 
de las técnicas de fecundación asistida no generará entre los donantes y los hijos nacidos en virtud de 
la donación los derechos hereditarios, pensionarios y de ninguna otra naturaleza, resultando inaplicable 
en estos casos las disposiciones pertinentes del Código Civil y del Código de la Niñez y la 
Adolescencia en materia de pensiones alimenticias u otros derechos derivados de la patria potestad. 


SEÑOR GALLO.- Con respecto a este último concepto, quiero advertir que ya lo recogimos en el 
artículo 18, donde se establece que la donación de gametos no genera responsabilidades civiles ni 
patrimoniales en el futuro. 


SEÑOR DECIA.- Mi intervención va a ser muy breve, en función de que las exposiciones de los 
doctores Briozzo y Rovira han sido muy elocuentes. 


Simplemente, quisiera agregar que en el análisis exegético de la norma, nos encontramos 
con que ya la propia definición de esterilidad o infertilidad, como condición previa para que entre en 


funcionamiento el procedimiento establecido en el proyecto, afecta derechos que también son dignos 
de tutela, como los que se intentan proteger. En su momento, el Ministerio había objetado el hecho de 
que la frecuencia en las relaciones coitales fuera uno de los parámetros para definir la esterilidad o 
infertilidad de la pareja, por cuanto esto lesiona otro derecho: el derecho a la intimidad de las personas 
involucradas. 


Por otro lado, algunas preguntas que se nos plantearon a raíz de la lectura de esta 
disposición es qué sucede con las mujeres que no están en pareja. Según lo que pudimos recabar 
mediante la historia fidedigna de esta normativa, concluimos que no se estaría contemplando a 
aquellas mujeres que no se encuentren en relación de pareja, sino solamente a las que estén en una 
relación de unión concubinaria o de matrimonio. De modo que, cuando las mujeres no están en una 
relación de pareja, no serían alcanzadas por la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que no estamos hablando del mismo artículo, por el 5%, que es el 
que, según nuestra versión, define la infertilidad, no habla de relaciones de pareja, sino que dice lo 
siguiente: “A los efectos de la presente ley se entiende por infertilidad la incapacidad de lograr un 
embarazo clínico después de doce meses o más de relaciones sexuales no protegidas”. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera aclarar que en la nueva versión del artículo 2% contemplamos la 
posibilidad de que las mujeres solas puedan acceder al beneficio de las técnicas de reproducción 
humana asistida; no obstante esto, el doctor Decia se estaba refiriendo a la definición de infertilidad 
expresada en el artículo 5”. 


SEÑOR ROVIRA.- La pregunta que quería formular es si este articulado sustitutivo ya ha sido 
acordado por los integrantes de la Comisión o si se sigue trabajando en base al proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como intenté explicar al inicio, estamos tratando de conciliar el texto 
aprobado por la Cámara de Representantes con la nueva situación que se da a partir de la aprobación 
de la Ley de Matrimonio Igualitario y, al mismo tiempo, corrigiendo algunas disposiciones -reitero, 
aprobadas en la Cámara de Representantes- que a nuestro criterio no fueron lo suficientemente felices 
en cuanto a resolver algunos de los dilemas que se plantean en esta iniciativa. En términos de revisión, 
tal vez hayamos avanzado a partir de que nuestros asesores jurídicos han hecho una especie de 
peinado total del proyecto de ley, pero en lo que hace al estudio más en profundidad, hemos llegado 
hasta el artículo 10 inclusive, y aun en esos diez primeros artículos no hemos logrado llegar a un 
acuerdo sobre algunos de sus puntos. Por eso se puede ver que, por ejemplo, el artículo 2” tiene una 
leyenda que dice “Desglosado - 7 de mayo de 2013”. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Luego de la introducción desde el punto de vista jurídico acerca de los 
principales elementos sobre los cuales hemos estado discutiendo en la Subsecretaría, solicitaría que 
se diera la palabra al doctor Cóppola para que nos ilustre con respecto a los grandes desafíos que esta 
clase de legislaciones está planteando en todo el mundo, dada la diversidad de los procedimientos y de 
las situaciones que tienen lugar hoy día, cuya resolución genera enormes dilemas desde el punto de 
vista ético, al punto que a veces hasta parecen elementos extraídos de películas de ciencias ficción. 
Entonces, consideramos muy oportuno escuchar al doctor, que es ginecólogo y endocrinólogo y ha 
dedicado gran parte de su vida profesional al desarrollo de un elemento principal -como es la 
preservación de la función ovárica en las niñas que deben ser sometidas a radioterapia- y también al 
tratamiento de la infertilidad humana. Por eso, y porque estamos convencidos de que su aporte es muy 
valioso para la Comisión, lo hemos invitado a que nos acompañe en esta comparecencia. 


SEÑOR CÓPPOLA.- Ante todo, gracias a los señores Senadores por recibirme y escucharme. 


Este es un tema muy complejo sobre cuyos aspectos jurídicos no estoy interiorizado, aunque 
sí tengo cierto temor de que nuestro país apruebe una ley como esta -que sería de vanguardia- y luego 
no pueda ser aplicada debido a problemas estructurales. 


¿Qué queremos significar cuando decimos que este es un tema muy complejo? Ni siquiera 
nos podemos poner de acuerdo en cuanto a la terminología; por tanto, recomiendo a los integrantes de 
la Comisión un glosario de reciente aprobación -en el año 2010- por parte de la Organización Mundial 
de la Salud, en el cual se definen, entre otros, los términos “donante” y “receptor”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de que quede constancia en la versión taquigráfica, señalo que 
para la definición de “infertilidad”, “procedimientos”, “técnicas”, “diagnósticos” y demás términos 
técnicos, nuestros asesores jurídicos han tomado como base exclusivamente el glosario actualmente 
vigente de la Organización Mundial de la Salud. 


SEÑOR CÓPPOLA.- Excelente; ese es un muy buen punto de partida. 


La complejidad de la discusión puede vislumbrarse por la heterogeneidad de las 
legislaciones del resto del mundo. Por ejemplo, España e Inglaterra tienen legislaciones -a su vez, no 
son idénticas entre sí- más liberales; en cambio, en Italia es más restrictiva, e incluso hay países que 
no tienen legislación y se manejan con normativas y códigos de ética. Entonces, el tema es realmente 
complejo, y Uruguay es un país pequeño que puede tener dificultades en la instrumentación de una ley 
bien intencionada. 


Por ejemplo, los gametos en este momento se están almacenando en laboratorios privados, 
que no están regulados; cada uno tiene su tanque de nitrógeno. Deberíamos solucionar este tema 
antes de obligar a aplicar la ley. El Instituto de Órganos y Tejidos, que es excelente en el Uruguay y 
sería la referencia, está excluido, por su normativa, del almacenamiento de gametos. Es decir que el 
órgano rector que tenemos en Uruguay no puede participar de esto. Creo que habría que modificar la 
ley para que el INOT tuviera un papel por lo menos rector en la calidad y en la estructuración de esos 
laboratorios que van a almacenar gametos; no puede ser que cualquier persona almacene gametos. Si 
un laboratorio privado mañana tiene déficit económico y cierra, ¿qué pasa con los gametos? ¿Qué 
pasa con los embriones? Además, antes de almacenar embriones, tenemos que aclarar por cuánto 
tiempo lo vamos a hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 14 del articulado sustitutivo, que creo que les hicimos llegar, hace 
referencia al tema. Concretamente, dice lo siguiente: “Artículo 14. (Banco de Gametos).- El Instituto 
Nacional de Donación y Trasplante de Células, Tejidos y Órganos creará un banco de gametos al cual 
podrá recurrirse en las condiciones que establezca la reglamentación. 


Asimismo, las instituciones públicas y privadas autorizadas por el Ministerio de Salud Pública 
para realizar técnicas de reproducción humana asistida, podrán tener sus bancos de gametos, los que 
serán supervisados y controlados por dicha Secretaría de Estado”. 


Me parece que la inquietud estaría recogida en esta disposición. 


SEÑOR CÓPPOLA.- Tal vez muchos de mis comentarios ya están contemplados, porque no estoy 
interiorizado de la redacción que se está considerando. 


De todas formas, habría que establecer hasta cuándo se van a almacenar. En algunas 
legislaciones se prevé un plazo de dos años y en otras se establece un período mayor. Además, habría 
que determinar qué se va a hacer con los gametos cuando se cumpla el período, cuándo se destinan a 
investigación y cuándo no, y qué pasa cuando la paciente fallece. ¿Puede haber donación de gametos 
post mortem? Es un tema complejo, y deberíamos tener bien claro todos esos aspectos. 


Tenemos otro problema con el tema de los laboratorios. Necesitamos laboratorios de 
reproducción. En Uruguay hay un solo biólogo que hace reproducción asistida; los demás vienen del 
exterior. ¿Vamos a admitir que biólogos vengan del exterior, hagan técnicas de reproducción y se 
vayan, sin tener habilitaciones o controles de calidad, o vamos a exigir que intervengan nuestros 
biólogos? ¿Los vamos a capacitar? ¿Cómo vamos a solucionar ese problema? ¿Va a haber muchos 
laboratorios, como ahora, o se va a tender, como se sugiere, a que haya un laboratorio altamente 
tecnificado? Tendría que haber un laboratorio cada diez millones de personas; sin embargo, en el 


Uruguay hay muchos, lo que hace que no sean de la calidad que se exige y que no haya reinversión. 
Para estas técnicas se necesita mucha tecnología y es necesaria la reinversión. ¿Qué vamos a hacer 
con las pacientes que van a Buenos Aires? Muchas pacientes se hacen la preparación, van a Buenos 
Aires y vuelven. ¿A esas pacientes les vamos a financiar el pre y el post, o vamos a exigir que se 
hagan todas sus técnicas en el Uruguay? Estoy planteando como interrogantes situaciones que 
suceden hoy; quizás los señores Senadores ya las discutieron y son irrelevantes, pero son los temas 
que me preocupan. 


Con respecto a la parte ética, me parece fundamental. Aplicar una ley de este tipo exigiría, 
como paso previo, el control ético de este asunto, porque hay muchos dilemas bioéticos en la 
reproducción asistida. Aclaro que cuando decimos “reproducción asistida”, hablamos de alta 
complejidad; se supone que la baja complejidad no está en discusión y tiene que estar al alcance de 
todo el mundo. En definitiva, tiene que haber un código anexo del Colegio Médico que regule todos los 
aspectos bioéticos. En algunos países, por ejemplo, se transfieren hasta tres embriones; en otros, dos, 
y en ltalia, uno, por cuestiones éticas. Y es simplemente un detalle, porque hay muchos dilemas éticos, 
como el que plantean las transferencias post mortem, por ejemplo. Me parece que se debería 
configurar un código de ética y, a su vez, deberíamos tener un comité de ética que pueda analizar los 
casos que no entren en la normativa que establezca el país. La idea es que, bajo aprobación de un 
comité de ética, pudieran entrar algunas variantes no contempladas, porque las variantes son infinitas 
en estas técnicas de reproducción. 


También me preocupa el tema de la financiación de los medicamentos, ya que son muy 
costosos en las técnicas de reproducción. Pienso que debería realizarse una compra a nivel estatal, o 
en forma centralizada, a fin de abaratar dichos costos. El 50% del costo de una técnica de alta 
complejidad recae en los medicamentos; entonces, si se logra un mecanismo de compra o una 
negociación centralizada, podría haber un abaratamiento porque, como dije, los medicamentos son el 
gran peso en las técnicas de reproducción. 


Existen, entonces, varias interrogantes. ¿Quiénes van a ser los técnicos que van a llevar 
adelante estas técnicas? ¿Quiénes están capacitados? ¿Cómo deben trabajar? ¿Vamos a tener un 
laboratorio o dos? ¿Vamos a contar con un centro de almacenamiento? ¿Y cuántos equipos vamos a 
tener? ¿Van a ser infinitos o se va a tratar de que la gente que realiza técnicas de reproducción trabaje 
de forma más sincronizada o racionalmente, a fin de que esta ley pueda ser aplicada? 


Estos eran algunos de los comentarios que quería hacer porque son cosas que me 
preocupan. Creo que Uruguay necesita un tiempo y aunque la ley mandate, no creo que se pueda 
aplicar en un lapso breve. Por eso creo que debería haber un proceso para sentar las bases, a fin de 
que esta ley se pueda aplicar y se contemple este derecho que implicaría un avance. 


SEÑOR GALLO.- Entiendo que los comentarios son muy atinados y fundamentados. La duda que 
tengo es si toda esa instrumentación y esas condiciones deben ser letra de la ley o de la 
reglamentación. Me parece que hay demasiados aspectos instrumentales que, de pronto, escapan a la 
ley, que lo que hace es marcar el concepto general, y en este caso es bastante clara. Además, el texto 
dice que queda sujeto a la reglamentación, y es allí donde deberían estar incluidos todos estos 
aspectos, que son fundamentales. Esa es la duda que tengo; no sé qué opinión tiene el doctor al 
respecto. 


SEÑOR CÓPPOLA.- En mi opinión, sería una buena estrategia que la ley no asfixiara la 
implementación porque, en ese caso, no daría tiempo para organizar toda esa infraestructura. Si la ley 
garantiza las técnicas de baja complejidad, traza el camino para encontrar soluciones y no asfixia la 
implementación, daría tiempo para que en un plazo prudencial se pudiera ir avanzando en esas etapas 
previas. Por tanto, me parece que esa es una buena estrategia. 


SEÑOR GALLO.- La ley siempre apunta a la reglamentación, a la que le da un plazo. Entonces, el 
plazo que se estipule tendría que ser suficiente a efectos de poner en marcha todos los mecanismos. 


SEÑORA RIEPPI.- En primer lugar, quiero agradecer la invitación para participar, pues se trata de un 
tema que nos ha preocupado desde que entramos al Ministerio de Salud Pública. Por ese motivo 
realizamos consultorías para conocer la situación de la esterilidad en el Uruguay. 


En cuanto a lo que se está hablando en este momento y teniendo en cuenta la experiencia 
que transitamos en el área de la salud sexual y reproductiva respecto a la reglamentación de la Ley N* 
18.987, de Interrupción Voluntaria del Embarazo, en tan poco tiempo y con tantas dificultades, debo 
decir que en lo personal entiendo que es necesario que esta normativa permita a la reglamentación 
algún tipo de definiciones y llevarlas a cabo como la medicina basada en la evidencia considere que 
sea la mejor forma posible. 


El artículo 5 dice: “A los efectos de la presente ley se entiende por infertilidad la incapacidad 
de lograr un embarazo clínico después de doce meses o más de relaciones sexuales no protegidas”, 
pero hay situaciones clínicas específicas que pueden estar fuera de esta definición, por lo que creo que 
puede circunscribir o atar la posibilidad de iniciar un procedimiento antes de este plazo. Muchas veces, 
esos doce meses son absolutamente necesarios para obtener gametos en buenas condiciones a fin de 
lograr una fertilización de alta complejidad. 


En realidad, es un comentario muy puntual y técnico, pero es lo que pretendemos desde 
nuestra área. 


SEÑOR ROVIRA.- Me quiero referir a un tema en el que ya tuvimos dificultades cuando tuvimos que 
reglamentar la ley de interrupción voluntaria del embarazo. En el texto anterior figuraba el 
asesoramiento por un equipo profesional multidisciplinario y el artículo 6% sustitutivo que estamos 
manejando ahora, referido a los requisitos, dice “La realización de las Técnicas de Reproducción 
Humana Asistida deberá llevarse a cabo dando cumplimiento a los siguientes requisitos:” y a 
continuación hay un literal a) -que figura como desglosado a efectos de realizar consultas técnicas y 
jurídicas- sobre el que quiero hacer el siguiente comentario. Si bien no se toma la expresión “equipo 
multidisciplinario”, sí se hace referencia a “toda persona entre dieciocho y cincuenta años luego de ser 
previa y debidamente informada por el equipo profesional tratante”, etcétera. Cuando tuvimos que 
reglamentar la ley de interrupción voluntaria del embarazo se nos planteó si ese equipo que debe 
asesorar a la mujer que inicia el proceso de interrupción voluntaria del embarazo era uno nuevo que se 
creaba por la vía del decreto reglamentario y si, en realidad, no se había omitido considerar las 
disposiciones contenidas en la Ley N* 18.426, de Defensa del Derecho a la Salud Sexual y 
Reproductiva, y su decreto reglamentario, así como los servicios de salud sexual y reproductiva, que ya 
tienen en su propia composición equipos multidisciplinarios que realizan ese asesoramiento. 
Naturalmente, el generar distintos equipos médicos multidisciplinarios para cada una de estas 
soluciones legislativas que se van dando a temas puntuales implica para los prestadores la necesidad 
de contar con recursos humanos que no tienen. Entonces, me parece que este proyecto de ley que 
estamos considerando debería remitir a la Ley de Defensa del Derecho a la Salud Sexual y 
Reproductiva y a los servicios de salud sexual y reproductiva, asignándoles los cometidos de 
asesoramiento, si es que después de realizadas las consultas técnicas y jurídicas a que se ha hecho 
mención aquí se mantiene el literal a) del artículo 6*. 


SEÑOR AGAZZI.- En realidad, no fue esa la razón por la que desglosamos el literal a) del artículo 6*. 
Quiero plantearlo porque tuvimos una discusión muy rica en la Comisión, que fue la siguiente. Este 
literal dice que “Serán de aplicación a toda persona entre dieciocho y cincuenta años”, pero el proyecto 
aprobado por la Cámara de Representantes hacía referencia a toda persona mayor de edad. 


La discusión que nosotros mantuvimos -que tiene implicancias jurídicas, pero también 
biológicas- se relaciona con si debe establecer un máximo de edad -es decir, que la ley fije hasta qué 
edad una persona puede someterse a las técnicas de reproducción asistida- o si puede hacerse a 
cualquier edad. Con respecto a esto se nos comunicaron criterios que hoy se están utilizando en la 
práctica sin ninguna legislación, que consisten en aplicar las técnicas de reproducción asistida cuando 
la esperanza de vida de la persona sea de, por lo menos, dieciocho años. En ese caso, puede darse el 
caso de aplicación de estas técnicas en personas de avanzada edad. Allí se está pensando en los 
derechos del generado, del niño, que pueda llegar a la mayoría de edad con los padres. Pero por otro 
lado -y digo esto para compartirlo con las visitas- vimos que eso puede llevar a que haya niños con 


padres de edad muy avanzada, con una diferencia intergeneracional muy grande. Y cuando esa 
diferencia es muy grande, tiene otras consecuencias sobre la salud del niño, sobre sus equilibrios, sus 
afectos y demás. 


Esto que estoy mencionando son aspectos biológicos porque toda persona tiene un ciclo de 
vida; y los ciclos de vida incluyen todos los aspectos de desarrollo de la personalidad. 


Por otra parte, uno puede centrarse en el derecho que tienen los padres a tener un hijo, 
independiente de su ciclo de vida, que siempre es un derecho. Este aspecto ya no es biológico, sino 
que es de otra naturaleza; quizá sea más ético. 


Fue por ese motivo que nosotros lo desglosamos, pero, de todas formas, nos viene bien el 
comentario que nos hacen relativo a los equipos asesores y cómo vincular todo esto. Quería mencionar 
solo ese aspecto, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar nuevamente la palabra al doctor Rovira, quisiera conceder una 
interrupción a la señora Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera hacer varias consideraciones sobre el conjunto del proyecto de ley, 
señor Presidente, así que prefiero dejarlas para el final. Cuando nuestros invitados finalicen su 
exposición, realizaré las preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos a la palabra, entonces, a los representantes del Ministerio de Salud 
Pública para que redondeen su presentación, y luego de eso ofrezco la palabra a los miembros de la 
Comisión. 


SEÑORA GRELA.- Quiero agradecer a los miembros de la Comisión por todo el tiempo que se están 
tomando para el estudio de este proyecto de ley. 


También considero lo que el doctor Rovira y el resto de la delegación piensan en cuanto a 
que esto complementa la Ley N* 18.426, relativa a la defensa del derecho a la salud sexual y 
reproductiva. Con esto, a nivel nacional -más las otras leyes que mencionó el señor Presidente, como 
la referente al matrimonio igualitario- estamos haciendo un gran avance como país, cambiando 
paradigmáticamente la manera de relacionarse de la gente y también de asegurarse su vida y su 
descendencia, como decía el señor Senador Agazzi. 


Quiero destacar la importancia de esta ley porque para las mujeres y las parejas que están 
terminando su tiempo biológico de reproducción, su sanción es urgente. Para quienes tienen 38 o 40 
años, esto debe ser aprobado ya porque el tiempo va pasando. Las mujeres sienten la necesidad de 
esta ley. 


Es fantástico lo que están haciendo en cuanto a tomar todas las precauciones para hacer de 
esto una ley integral, pero sabiendo que es una urgencia que corresponde a los derechos a la 
descendencia que tienen las mujeres y las parejas, y que es muy sentido por la población. Eso es lo 
que nos llega de todos los lugares, por lo que nos parece muy importante que lo estén tratando de esta 
manera. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los representantes del Ministerio de Salud Pública no desean hacer más 
consideraciones, abrimos la ronda para que los miembros de la Comisión realicen preguntas y 
comentarios. 


SEÑORA MOREIRA.- Saludo a los integrantes de la delegación; a algunos conozco más y a otros 
menos. 


Quería hacer algunos comentarios y preguntas con respecto a la última versión del proyecto 
de ley. 


En el artículo 1%, que refiere al objeto de la ley, hay una definición de lo que queda incluido 
dentro de las técnicas de reproducción humana asistida. Se habla en este artículo de fecundación in 
vitro, transferencia de embriones, etcétera, por lo que simplemente me gustaría que el Ministerio de 
Salud Pública diga si está de acuerdo con esa enumeración de técnicas. Incluso, aparece lo del útero 
subrogado, tema al que me referiré más adelante. Sería bueno entonces que el Ministerio avalara la 
lista que se hizo, porque esta modificación se hizo en el Senado, pues ello no figuraba en el proyecto 
original ni luego cuando se aprobó en la Cámara de Representantes. Como esta es la segunda 
Cámara en el tratamiento de este proyecto de ley, las últimas modificaciones se harán aquí y luego la 
Cámara de Representantes simplemente tendrá que rechazar o aprobar el proyecto. 


Asimismo, dado que fue aprobado el proyecto de ley sobre matrimonio igualitario, en el 
artículo 2* -que tiene que ver con el alcance de la ley- decidimos incluir a las parejas del mismo sexo. 
Por supuesto que los casos de mujeres solas y parejas heterosexuales ya figuraban en el texto original, 
pero nosotros incluimos a texto expreso a las parejas del mismo sexo. En este sentido, me gustaría 
saber qué opina el Ministerio de Salud Pública sobre el literal b) del artículo 2”. 


Por otro lado, como en la Comisión contábamos con un documento del Ministerio de Salud 
Pública en el que se definía el alcance de las prestaciones, separamos las de baja complejidad, que 
quedarían en la órbita del Ministerio de Salud Pública, y las de alta complejidad, que quedarían en la 
órbita del Fondo Nacional de Recursos. Quisiera saber si a la Cartera le parece adecuada la redacción 
que asumimos en esta instancia. 


En el artículo 6% aparece el tema de la edad y aquí se generó una gran discusión. Creemos 
que debe establecerse una edad mínima y algunos pensamos que no debería ser puesta una edad 
máxima y que, en caso de hacerlo, que sea para hombres y mujeres. Ante esto, el Senador Solari 
presentó una redacción alternativa, en el caso de establecerse una edad máxima, que tiene que ver 
con ajustar esto a la expectativa de vida de quienes soliciten recibir este tratamiento. En el literal a) del 
artículo 6% se habla de “equipo profesional tratante”; en este sentido, el Ministerio de Salud Pública 
recomienda mencionar los equipos de salud sexual y reproductiva que ya figuran en la ley, por lo que 
deberíamos introducir esta modificación, es decir, hacer referencia a dichos equipos porque, de lo 
contrario, deberían crearse otros. 


En el artículo 8", referente a las condiciones para la inseminación, se habla de un máximo de 
tres embriones a transferir. Sabemos que hay enormes diferencias en la legislación con respecto a este 
punto, por lo que quería saber si esto les parece adecuado o si consideran que debería hablarse de 
uno, tres, muchos, etcétera. 


Mediante la redacción del artículo 9% se obliga a la mujer que no esté en condiciones o se 
niegue a recibir los embriones, a la donación de los mismos. Algunos de nosotros pensamos que la 
donación no debe ser obligatoria, lo cual nos lleva al tema del descarte de embriones. Sabemos que en 
muchas legislaciones está expresamente establecido el tema del descarte de embriones. Entonces, 
tenemos la donación de embriones y su uso para fines científicos; estos dos aspectos están 
establecidos en el proyecto, pero no aparece expresamente la cuestión del descarte. En este artículo 
queda un poco indefinido qué sucede cuando la persona fallece, ya que se dice que los embriones de 
las personas fallecidas no podrán ser utilizados, lo cual se supone que quiere decir que se descartan. 
Pregunto si esto debería quedar a título expreso. Me estoy refiriendo al artículo 13, que dice: “No 
podrán realizarse inseminaciones de gametos o transferirse embriones de personas que fallecieron”; a 
su vez, se expresa allí: “salvo que en forma previa y expresa a su fallecimiento hubieran otorgado su 
consentimiento en tal sentido”. Repito que, según esta redacción, estos embriones se descartan. 


Con respecto a la armonización que solicitó la delegación entre el artículo 18, sobre el 
derecho a la identidad, y el Pacto San José de Costa Rica, etcétera, quería preguntar a los integrantes 
del Ministerio si la redacción del artículo 22 les parece bien. Este artículo 22, sobre identidad del 
donante, dice: “Sólo en circunstancias extraordinarias que comporten un comprobado y grave peligro 
para la salud sicofísica del hijo, se podrá revelar, por resolución judicial, la identidad del donante”, 


etcétera. Tal vez hayamos exagerado y no tenga que ser solo para los casos de grave estado de salud 
de la mujer. 


No es necesario que nos contesten ahora sino que podemos hacer un itinerario de nuestras 
preocupaciones para saber, entre otras cosas, si comparten la idea establecida en el artículo 22 en 
cuanto a que los datos sobre la identidad deberán ser proporcionados solo con una orden judicial y en 
casos de salud. 


Por otra parte, al final del articulado, el Capítulo VI se titula: “De la Comisión Honoraria de 
Reproducción Humana Asistida”, y contiene un largo articulado respecto a la Comisión Honoraria, su 
creación, sus cometidos y demás. En consecuencia, les solicitaría a quienes hoy nos visitan que lo 
analicen, porque a veces las invenciones legislativas no son todo lo adecuadas que debieran ser. Creo 
que todo esto está vinculado a las preocupaciones manifestadas por el doctor Cóppola en cuanto a 
quién almacena embriones, cómo lo hace, quiénes son los técnicos capacitados, si hay uno o varios 
laboratorios, etcétera. Desconozco si estas preguntas que se hacían sobre el ámbito efectivo de 
implementación de la ley -más allá de que la votemos o no- tienen que ver con la Comisión Honoraria o 
con algo más. 


Por último, se nos ha presentado un problema con el tema del vientre subrogado. La 
subrogación figura a título expreso en el artículo 1%, porque las definiciones de la OMS la incluyen 
dentro de las técnicas de reproducción asistida. Algunos integrantes de la Comisión -en particular quien 
habla- no queremos saber de nada con la opción del vientre subrogado, a pesar de que hay un artículo 
que prohíbe expresamente el vientre de alquiler y lo transforma en un delito. No obstante se permite el 
vientre subrogado por parientes en primer y segundo grado de consanguineidad, aunque cabe señalar 
que otros miembros de la Comisión expresaron sus reservas con respecto a este punto. 


En principio, quisiéramos saber cuál es vuestra opinión al respecto; conocemos legislación 
de otros países y, en lo personal, no creo en el cuerpo como un envase y no me gusta la opción de 
vientre subrogado de ninguna manera: ni gratis, ni pago. 


Insisto: nos gustaría conocer la opinión de quienes hoy nos visitan porque la opción del 
vientre subrogado solo la tenemos admitida para los casos de familiares en primer y segundo grado de 
consanguinidad, por lo que podríamos eliminarlo del proyecto de ley, pero debemos tener en cuenta 
que el vientre subrogado es la única alternativa que tendrían para concebir, por ejemplo, parejas de 
hombres. Retirar esta opción del proyecto de ley implicaría que las técnicas de reproducción asistida 
para una pareja compuesta por dos hombres -además de otros casos- no podrían implementarse. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Tomamos nota de todas las preguntas formuladas por los señores 
integrantes de la Comisión de Salud Pública y las estudiaremos formalmente en el Gabinete. En este 
momento no tenemos respuestas institucionales para todas las preguntas que se nos han planteado; 
en todo caso, alguna de las personas que me acompañan podría brindar su opinión personal, pero no - 
deseo aclararlo enfáticamente- la del Ministerio de Salud Pública ya que, como mencioné 
anteriormente, no hemos profundizado como Cartera en los temas sobre los que ahora nos consulta la 
señora Senadora Moreira. 


SEÑOR ROVIRA.- Hemos tomado nota de todos los planteos y me gustaría aclarar uno de ellos en 
este momento, sin perjuicio de que después respondamos por la vía correspondiente. Me refiero a la 
identidad de la persona -artículo 22- entre otras cosas, porque nosotros planteamos el tema de la 
armonización con las restantes normas. En realidad, en el articulado sustitutivo puede estar la 
respuesta a cómo manejar este tema. 


En la medida en que en el artículo 18 se excluyen los derechos derivados de la filiación, me 
parece que el hecho de mantener la intervención del juez competente para liberar esa información es 
algo garantista, pero circunscribirlo exclusivamente al tema de la enfermedad, resulta muy limitante en 
cuanto al derecho a la identidad. Creo que si alguien quiere conocer esa identidad, solo debería pedir 
que el juez levantara esa inhibición porque, por otro lado, ya están excluidos los derechos derivados de 
la filiación. 


En suma, pienso que no se debería limitar esto exclusivamente a los casos de enfermedad. 


SEÑOR MOREIRA.- Ante todo, digo que muchas de las preguntas que pensaba formular ya fueron 
planteadas por la señora Senadora Constanza Moreira. 


Evidentemente, el Ministerio todavía no está en condiciones de proporcionar toda la 
información. 


Sucede que estamos en una situación muy particular: estamos modificando radicalmente el 
proyecto venido de la Cámara de Representantes porque en el ínterin -es decir, luego de la media 
sanción que ese Cuerpo le dio y antes de que llegara a esta Cámara- tuvo lugar la aprobación de la 
iniciativa referida al matrimonio igualitario, que incorpora un colectivo aparentemente muy grande. 


Indudablemente, si el Ministerio va a asumir o a hacerse cargo, por lo menos, de todas las 
técnicas de baja complejidad -como una prestación del Sistema Nacional Integrado de Salud- para 
después en la reglamentación ver qué es lo que va a hacer con las de alta complejidad, estaremos en 
una situación difícil y bastante compleja. Entiendo que hoy no se quiera dar respuestas definitivas 
sobre este punto. 


El tema del útero subrogado, por su parte, ha merecido objeciones en este ámbito. 
Personalmente estoy absolutamente en contra de tal concepto. El doctor Rovira es abogado y 
seguramente coincidirá conmigo en que el hecho de que el útero de la madre pueda ser fecundado por 
un espermatozoide de su hijo o de su hermano, traerá problemas bioéticos, quizás biológicos y, sin 
duda, morales. Realmente, a todos nos resulta muy difícil aceptar algo de tal naturaleza. Es claro que 
tendremos que discutirlo porque está aquí contenido; por eso es fundamental conocer la opinión del 
Ministerio acerca de la viabilidad económica de todo esto. No podemos aprobar una ley que después, 
en los hechos, no se aplique, y tampoco podemos pensar en una reglamentación que diga “En todos 
estos casos, no”, porque daría lugar a una enorme cantidad de problemas. No tengo dudas de que 
cuando se anuncie esto, todo el mundo sentirá que tiene derecho -un derecho adquirido- a recurrir a 
todos los procedimientos, sean de baja o de alta complejidad. Según dijo el señor Subsecretario, el 
85% de tales procedimientos son de baja complejidad; por ende, el 15% de ellos son de alta 
complejidad. A este respecto, no sé cuál es la estimación que se ha hecho, pero lo cierto es que ahora 
se agrega la comunidad de homosexuales, más las mujeres solas. La señora Senadora Constanza 
Moreira dijo que estas últimas ya estaban, pero tampoco eso era tan claro; el proyecto aprobado por la 
Cámara de Representantes parecía estar más dirigido a las parejas heterosexuales. En fin, reitero que 
ahora se agrega mucha más gente, y no sé cuál será el costo. Seguramente a las autoridades del 
Ministerio les resulte casi imposible hacer todas estas estimaciones. 


En definitiva, nuestra preocupación es que aprobemos esta norma y luego el Ministerio diga 
que no puede hacer frente a lo que se establece. Marco esto como una dificultad que apreciamos todos 
los integrantes de esta Comisión, porque realmente todos compartimos una preocupación similar. 
Estamos ante un tema muy importante que, si lo incluimos dentro de las prestaciones, presenta este 
tipo dificultad práctica. Es claro que quien puede pagar un procedimiento de estas características, 
puede hacerlo hoy. Esa gente no está preocupada por esta cuestión; incluso, al no haber regulación, a 
veces viajan al exterior para alquilar un vientre. Eso lo sabemos todos. 


SEÑOR CÓPPOLA.- Parece que este proyecto de ley ha merecido variaciones por el tema del 
matrimonio igualitario. Quiero aclarar que posiblemente el 98%  -por citar un porcentaje- de los casos 
de relaciones entre dos mujeres que quieren tener un hijo se soluciona con baja y no con alta 
complejidad, es decir, con inseminación. Aquí no se necesita una técnica de alta complejidad y este 
porcentaje es tal vez mucho mayor que en la población en general. 


Por otro lado, tenemos que pensar también en las niñas o jovencitas que quedaron sin útero 
por una enfermedad oncológica, a las que, aunque son pocas, no podemos dejarlas de lado. En mi 
opinión, la solución pasa por crear un comité de ética que resuelva casos especiales, porque es 
imposible legislar sobre todas las variantes que este tema ofrece, que son miles, y cuanto más se 
analiza el punto, más posibilidades existen. Es increíble la enorme variedad de casos que la vida 


ofrece, por lo que es imposible anticiparlos. Reitero que lo adecuado sería formar un comité de ética 
que estudie situaciones especiales bajo determinados parámetros, a los efectos de que autorice o no; 
me refiero a una comisión de eticistas que analice los temas desde el punto de vista ético porque, en 
definitiva, terminamos siempre en el dilema bioético. 


SEÑOR GALLO.- La pregunta que queríamos formular al doctor Cóppola tenía que ver con el hecho 
de que nosotros, en la definición de las técnicas de reproducción asistida, incluimos lo que dice el 
glosario de la OMS, en el sentido de que el útero subrogado es una técnica de reproducción asistida. 
Nuestra consulta consistía en saber si el doctor Cóppola compartía el criterio mencionado en cuanto a 
que el útero subrogado es una técnica de reproducción asistida, y creo que me lo respondió, porque 
hay diferentes indicaciones, como el caso que él mencionó. Por lo tanto, es una técnica admitida, pero 
quisiéramos saber en qué caso lo es. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente quería dejar planteada la preocupación que tenemos ante el 
panorama presentado. Asimismo, quiero señalar mi coincidencia con lo expresado por el doctor Rovira 
en cuanto al derecho a la identidad, porque creo que limitarlo simplemente a un problema psicofísico 
es un concepto restrictivo que se da de bruces con lo que son los compromisos internacionales y lo 
que es nuestro Derecho Positivo. Entiendo que tenemos que ampliarlo excluyendo, eso sí, los temas 
filiatorios, alimentarios y sucesorios, tal como está en este proyecto de ley, porque si una persona 
puede ser responsabilizada por donar algo, nadie lo va a hacer. 


SEÑOR AGAZZI.- Nosotros estábamos esperando ansiosamente esta oportunidad, porque este 
proyecto de ley tiene algunas particularidades. Antes que nada quiero decir que fue una iniciativa 
parlamentaria y los Legisladores podemos tener la pretensión legislativa de arreglar todo con una ley 
que vamos a elaborar nosotros. Entonces, es importante el diálogo con los técnicos que están 
trabajando en estos temas para ver qué es posible y qué no. Me parece que algunos de los 
razonamientos que ustedes han puesto sobre la mesa y que estamos construyendo van a ser muy 
útiles para nuestro trabajo. 


Como decía el doctor Cóppola, estamos construyendo algo nuevo. Si uno analiza la 
legislación existente en distintos países puede observar que es muy diferente. ¿Por qué será que es 
así? ¿Por qué será que el Poder Ejecutivo no tuvo la iniciativa de enviar un proyecto de ley? ¿Por qué 
será que cuando la iniciativa es parlamentaria tenemos que discutir todos los asuntos? Reitero que 
entiendo que estamos construyendo algo para lo que, inclusive, hasta los mecanismos de que dispone 
el Parlamento, de a ratos no nos son suficientes. Digo esto porque aquí tenemos una Comisión, 
contamos con la versión taquigráfica y pedimos la palabra para hablar, pero parecería que cuando hay 
que construir algo se necesita más un ambiente académico y de discusión de otra naturaleza que un 
ámbito legislativo. Entiendo que para comenzar a analizar aspectos puntuales habría que tener una 
conceptualización de qué es lo que estamos haciendo. 


El doctor Cóppola propuso legislar por etapas, y uno debería tener un diagnóstico muy claro 
del problema que sufre la gente que no se puede reproducir naturalmente, por decirlo de alguna 
manera. Si nosotros demoramos en una construcción legislativa en la que hay que discutir todos estos 
aspectos, las personas que no pueden tener descendencia hoy no nos van a esperar, y van a estar 
muy disconformes, mientras nosotros estamos trabajando para brindarles una solución. 


Quiero agregar que el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes se 
construyó para contemplar a las parejas heterosexuales; aun una normativa de ese tipo plantea 
algunos de los dilemas referidos hoy por las autoridades del Ministerio. Nosotros, además, proponemos 
respuestas para el derecho que se genera a partir de la aprobación del matrimonio para todos -por 
cierto, no me gusta hablar de matrimonio igualitario, sino que prefiero el concepto de matrimonio para 
todos- que plantea situaciones nuevas en materia de reproducción. 


Francamente, debo admitir que tengo dudas. Es difícil elaborar una ley sobre técnicas de 
reproducción asistida para los matrimonios tal como los concebíamos hasta hace poco, pero más lo es 
si agregamos todas las complicaciones que se han planteado. Me parece que vamos a formar un tren 
con demasiados vagones y no vamos a solucionar los problemas más importantes. Por eso hay tantas 


versiones; por eso, hasta cuando discutimos entre nosotros tenemos que ver en qué versión nos 
apoyamos y es tan difícil identificar los puntos que tenemos que ir construyendo. 


Quizás nuestras discusiones pueden dar lugar a que se piense que estamos traccionando al 
Poder Ejecutivo, cuando en realidad invitamos a sus representantes para que nos ayuden en el análisis 
de estos temas. Pues bien, así es la vida. No está mal; por el contrario, puede ser bueno que ustedes 
se separen de las responsabilidades y nos ayuden a pensar en una situación nueva, como la que 
podría presentarse de aquí en adelante. El hecho de que seamos un país chico, no quiere decir que no 
se nos ocurran cosas, aunque por supuesto no podemos ser diletantes al punto de dar vueltas y 
vueltas y no construir nada. 


En mi opinión, este enfoque general es clave para ver cómo nos vamos a manejar con este 
proyecto de ley, que no lo hemos discutido como Comisión, sino que ingresamos directamente al 
análisis artículo por artículo. Dicho de otra manera, hicimos lo que se hace siempre en el Parlamento: 
la otra Cámara remite aprobado un proyecto de ley, lo empezamos a estudiar, vimos que tenía 
carencias y comenzamos a agregar conceptos, por supuesto, con responsabilidad legislativa y con 
buena voluntad. Pero estábamos esperando a tener la opinión de las autoridades del Ministerio, porque 
en realidad se nos plantea un escenario sobre el que después la Comisión deberá discutir qué caminos 
tomar. 


No quería plantear ninguna pregunta. Quisiera destacar que me gustó el concepto de que en 
esta etapa del arte, la ley debe marcar rumbos claros. Quizás la ley no tiene que resolver todas las 
situaciones que podrían presentarse, sino contener algún mecanismo por el cual se pueda hacer 
responsable de las circunstancias que surjan, que nosotros no podemos prever ahora, porque 
seguramente van a surgir cosas que no imaginamos en este momento. 


Quería plantear estas consideraciones un tanto generales, señor Presidente, que no sé por 
qué las hice. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En mi opinión, en este caso particular, quedó bien plasmado que es el Poder 
Legislativo el que está convocando al Poder Ejecutivo a asumir determinado rol. 


Si los señores Senadores me permiten, quisiera hacer algunas consideraciones. Si bien 
puede quedar la impresión de que unos están traccionando a otros, coincido con lo manifestado por la 
doctora Grela y, previo a ella, por el propio señor Subsecretario, cuando dijo que este es un proyecto 
de ley que tendrá una repercusión muy importante, sobre todo porque el 10% de las parejas 
heterosexuales sufre de infertilidad. Más allá de que el 85% se resuelven con metodologías de baja 
complejidad, hay un 15% que no, y cuando se requiere la aplicación de técnicas de alta complejidad el 
esfuerzo económico deja la solución fuera del alcance de la enorme mayoría de esas parejas. A ese 
respecto, me gustaría tener idea de algunos números, no con respecto a la cantidad de stock 
acumulado, sino a la cantidad -que creo es lo que nos debería preocupar- de nuevos casos por año 
que no se podrían resolver con técnicas de prevención, como bien dijo el señor Subsecretario, y de 
baja complejidad. En ese sentido, quiero poner énfasis en que, más bien temprano que tarde, vamos a 
necesitar no solo la posición oficial del Ministerio de Salud Pública sino también la del Poder Ejecutivo, 
porque hay elementos que pertenecen a la órbita del Ministerio de Economía y Finanzas y del Fondo 
Nacional de Recursos. A su vez, vamos a necesitar la opinión del Ministerio de Salud Pública con 
respecto a los cuestionamientos que han sido planteados por todos los señores Senadores. 


Por otra parte, me gustaría tener alguna idea -por lo menos, preliminar- acerca de si el 
criterio que actualmente está planteado en el artículo 4* -si no me equivoco, es el 4”- en cuanto a que 
los procedimientos de baja complejidad sean incorporados en forma prácticamente automática a los 
beneficios que debe brindar el Sistema Nacional Integrado de Salud y financiados por este, en tanto 
que los de alta complejidad -no necesariamente en todos los casos, pero de acuerdo con ciertos 
criterios prioritarios que habrá que conversar- sean cubiertos y subsidiados, total o parcialmente, 
mediante el Fondo Nacional de Recursos, si ese criterio -reitero- podría ser, en principio -sin tener los 
números a la vista- una solución adecuada. 


También quiero hacer referencia a las dudas que planteó el señor Subsecretario con respecto 
a la definición de enfermedad o no enfermedad. Desde el momento en que la Comisión decidió tomar 
como base o como bueno -a los efectos de no perderse en distintas variaciones- el glosario de la 
Organización Mundial de la Salud, se ciñó a que este no incluye el término “esterilidad” sino solamente 
“infertilidad” en el sentido en que lo definimos. De manera que podremos tener diferencias de opinión - 
muy bien fundadas- o dudas de tipo académico, pero desde el punto de vista legislativo, nos pareció 
que esa opción nos exponía menos a críticas en el caso de que este proyecto de ley fuera aprobado. 


Con respecto al número de casos, ya pregunté acerca de la prevalencia. 


Por último, quiero decir que coincido totalmente con el concepto que expresó el señor 
Subsecretario en cuanto a que para la aplicación de esta ley el Ministerio de Salud Pública tiene que 
recibir un respaldo muy firme en cuanto a su rol rector, tanto por parte de instituciones públicas como 
privadas que participen en procedimientos y técnicas de fertilización humana asistida, ya sea de baja o 
de alta complejidad. Me parece que, de acuerdo con la estructura institucional de nuestro Poder 
Ejecutivo, es allí donde está la responsabilidad, que tiene que mantenerse y especificarse, sin perjuicio 
de que haya una comisión honoraria que asesore. Esa comisión podrá ser muy importante desde el 
punto de vista bioético y demás pero, en definitiva, el rol rector tiene que descansar sobre el Ministerio 
como institución y, por ende, sobre sus cabezas políticas. 


Esas eran las consideraciones que quería hacer sobre el tema. 


Por otra parte, adelanto que en el día de mañana, en horas de la tarde, vamos a hacer llegar 
la versión taquigráfica de esta sesión en cuanto dispongamos de ella, a los efectos de que puedan 
socializarla y considerar el tema en el Ministerio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Para sintetizar, creo que nos podríamos comprometer a que en un 
determinado lapso les haremos llegar un informe oficial del Ministerio, que contendría, en primer lugar, 
una conceptualización de la definición de la Organización Mundial de la Salud a la luz de la Ley de 
Creación del Sistema Nacional Integrado de Salud, dadas las obligaciones que se tienen cuando estas 
definiciones impactan como una prestación. Creo que sería muy oportuno que el Ministerio diera una 
opinión oficial jurídica con respecto a los alcances de eso. 


En segundo término, se tratarían los alcances de esta legislación a la luz de la nueva Ley de 
Matrimonio Igualitario y las obligaciones del Estado. En este momento no está presente la señora 
Senadora Moreira, que se refirió al tema, pero creo que este es un punto central que todavía no hemos 
analizado. 


En tercer lugar, les vamos a hacer llegar los costos aproximados del impacto en el sistema de 
las técnicas, tanto de baja como de alta complejidad; la prevalencia actual del problema y los costos 
totales, y la frecuencia de resolución de nuevos casos, como planteaba el señor Presidente. 


El cuarto tema sería el rol de rectoría en la temática y cómo nos estamos imaginando a 
alguien que dirija todo el sistema. 


Y el quinto punto sería los plazos para su instrumentación. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, entonces, podemos comprometernos a enviarles 
un informe sobre cada uno de estos puntos en un plazo de un mes, para que tengan la opinión del 
Ministerio. 


SEÑOR CÓPPOLA.- ¿Se ha estimado el número de ciclos, de ofrecimientos? ¿Eso está en el proyecto 
de ley? 


SEÑOR GALLO.- En principio, se está pensando en tres procedimientos; así nos sugirió el doctor 
Bossano. 


SEÑOR CÓPPOLA.- España brinda dos y Francia, uno. 


SEÑORA RIEPPI.- Por eso planteaba que se dejara las manos más abiertas para que esto sea 
definido por una guía de práctica clínica adaptada al Uruguay pero con una validación científica 
importante. 


SEÑOR CÓPPOLA.- ¿La paciente que fracasa pasa al final de la lista? 
SEÑOR GALLO..- No está previsto. 
SEÑOR CÓPPOLA.- Es un tema fundamental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores me permiten, me gustaría que fuéramos muy 
cuidadosos en la terminología. 


El artículo 9* de la versión sustitutiva, que es el inicio del Capítulo ll, “De la transferencia de 
embriones y conservación de gametos”, dice lo siguiente: “Artículo 9% (Condiciones para la 
transferencia embrionaria).- Luego de producida la inseminación de los ovocitos, podrán transferirse al 
útero solamente dos embriones por ciclo, salvo expresa indicación médica, en que podrán transferirse 
un máximo de tres embriones”. 


SEÑOR CÓPPOLA.- O sea dos ciclos; dos embriones por ciclo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, lo leo nuevamente. Dice: “Luego de producida la inseminación de los 
ovocitos, podrán transferirse al útero solamente dos embriones por ciclo, salvo expresa indicación 
médica, en que podrán transferirse un máximo de tres embriones. 


Los embriones viables restantes no transferidos deberán preservarse a los efectos de ser 
transferidos en un ciclo posterior”. 


La disposición siguiente establece: “Artículo 10. (De la negativa o imposibilidad superviniente 
de recibir embriones).- Producido el ciclo posterior mencionado en el artículo precedente, y en el caso 
de que la mujer no esté en condiciones o se niegue a recibir los embriones, deberá procederse a la 
donación de los mismos”. Este artículo ha sido cuestionado por la señora Senadora Moreira. 


A continuación, la norma establece: “Las pacientes deberán ser previamente informadas de 
las condiciones establecidas en los artículos anteriores y decidirán si quieren realizar el procedimiento 
bajo las mismas. De no aceptarlas, únicamente se procederá a la inseminación de un máximo de tres 
ovocitos.” Tal como está redactado el proyecto, desde mi punto de vista no se limita la cantidad de 
ciclos en los cuales puede intentarse la transferencia de embriones; por tanto, puede ser uno solo, dos 
o tres, dependiendo de la disponibilidad. 


SEÑOR CÓPPOLA.- La recomendación ética internacional habla de dos transferencias de embriones 
por ciclo. Si se recogen muchos embriones puede haber una segunda transferencia de ese primer 
estímulo ovárico o se puede necesitar un segundo estímulo. En tres transferencias hay un 30% más de 
costo. Además, hay que pensar qué pasa si fracasa la primera: hay que ver si la paciente va a 
continuar de inmediato con la segunda transferencia o va a la cola, como sucede en España, y se 
produce una demora de unos dos años. 


SEÑOR GALLO.- Eso puede ser motivo de la reglamentación. 


SEÑOR CÓPPOLA.- Creo que sí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la concurrencia y el intercambio que hemos tenido. En un 
plazo máximo de un mes -no más allá de mediados de junio- esperamos tener la posición oficial del 
Ministerio sobre los temas que han sido especificados por parte del señor Subsecretario, así como 
sobre cualquiera de los otros puntos. Vamos a seguir trabajando en el proyecto de ley y nos 
comprometemos a enviarles la versión taquigráfica de la sesión de hoy y las modificaciones que 
vayamos incluyendo en el texto sustitutivo sobre el que estamos trabajando. 


Tenemos intención, y en cierta forma un compromiso -según una lista prioritaria de proyectos 
que queremos resolver este año- de tratar de aprobar en la Comisión, y también en el Senado, este 
proyecto no más allá del primer semestre de 2013. Nuestra intención es que para fines de junio o 
principios de julio a más tardar podamos llevar este proyecto de ley al Plenario. 


SEÑOR AGAZZI.- Después de la discusión de hoy creo que lo que nos queda es sacar adelante este 
proyecto de ley en el primer semestre del año y definir hasta qué nivel vamos, así como la amplitud de 
temas que incluirá la normativa. Esa es parte de la discusión que tendremos que dar. 


(Se retiran de Sala el señor Subsecretario de Salud Pública, asesores e integrantes del 
Programa Nacional de Salud de la Mujer y Género.) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Es la hora 18 y 46 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


